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PRONUNCIAMIENTO N.º 015-2010/DTN
Entidad:
Universidad Nacional del Centro del Perú
Asunto:
Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia 
1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio Nº 014-2009-CESSV-UNCP, recibido con fecha con fecha 22.12.09, subsanado mediante Informe Nº 001-CESSV-UNCP, recibido el 28.12.09, el Comité Especial a cargo del proceso de selección de la referencia, remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las observaciones formuladas por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. y el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28° del Decreto Legislativo
Nº 1017, que aprueba la Ley de Contrataciones del Estado, en adelante la Ley, y el artículo 58° de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.
Resulta importante resaltar que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento, independientemente de la denominación que les haya dado el participante, este Organismo Supervisor se pronunciará únicamente respecto de: 
a) las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o son acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a ser acogidas, son consideradas por éste contrarias a la normativa, o, c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando éste último manifieste que considera tal acogimiento contrario a la normativa.

Por tanto, en la medida que la Observación Nº 2, formulada por el solicitante, fue acogida por el Comité Especial, y que la Observación Nº 7, en estricto, constituye una solicitud de información, este Organismo Superior no se pronunciará al respecto; sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el inciso a) del artículo 58º de la Ley.

2. OBSERVACIONES 

Observante:  
AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L.
Observación Nº 1:
Contra el valor referencial
El observante sostiene que el valor referencial del proceso de selección no ha considerado los gastos administrativos, gastos operativos, horas de trabajo nocturno, seguros contra accidentes de trabajo y el Impuesto General a las Ventas, lo cual resulta contrario a la normativa, sustentando su observación en la estructura de costos que adjunta.

En atención a lo manifestado, solicita que la Entidad reestructure el requerimiento del servicio reformulando los costos respectivos o modificando la cantidad de puestos solicitados.

Pronunciamiento

De acuerdo con el artículo 13º de la Ley, el área usuaria es la responsable de efectuar el requerimiento de los bienes, servicios u obras que resulten necesarios para satisfacer sus necesidades. Para ello, deberá describir el bien, servicio u obra a contratar, definiendo con precisión su cantidad y calidad, indicando la finalidad pública para la que debe ser contratado. De acuerdo con el citado artículo, la formulación  de las especificaciones técnicas (términos de referencia, en el caso de la contratación de servicios) debe ser realizada por el área usuaria en coordinación con el órgano encargado de las contrataciones, evaluando en cada caso las alternativas técnicas y las posibilidades que ofrece el mercado para la satisfacción del requerimiento.

Por su parte, el artículo 27º de la Ley dispone que sea el órgano encargado de las contrataciones de la Entidad el responsable de determinar el valor referencial sobre la base de un estudio de posibilidades que ofrece el mercado, el que se efectuará a partir de las especificaciones técnicas o términos de referencia (las que además serán validadas por tal estudio). Al Respecto, el artículo 13º del Reglamento dispone que el valor referencial se calcule incluyendo todos los tributos, seguros, transporte, inspecciones, pruebas y, de ser el caso, los costos laborales respectivos conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que le sea aplicable y que pueda incidir sobre el valor de los bienes y servicios a contratar.
Finalmente, el artículo 18º del Reglamento dispone que, una vez determinado el valor referencial, se obtener la certificación de la disponibilidad presupuestal a fin de garantizar que se cuenta con el crédito presupuestario suficiente para comprometer el gasto. En ningún caso podrá convocarse un proceso de selección sin contar con disponibilidad presupuestal suficiente.
Ahora bien, considerando que tanto la determinación de los términos de referencia como la del valor referencial es una facultad exclusiva de la Entidad, basada en sus necesidades reales y sustentada en un estudio de posibilidades que ofrece el mercado, no puede ampararse la solicitud de reducir el número de puestos de vigilancia requeridos (ya que ello implica modificar el requerimiento de la Entidad) u ordenar el incremento del valor referencial, por lo que corresponde NO ACOGER la observación.

No obstante lo anterior, mediante el pliego de absolución de observaciones y el informe técnico remitido con motivo de la elevación de Bases, la Entidad, lejos de sustentar el valor referencial, manifiesta que el proceso ha considerado “el requerimiento y el valor referencial alcanzado por la unidad usuaria” y que esta última “cuenta como techo presupuestal el monto del valor referencial consignado”.
De lo manifestado por la Entidad se desprende que el valor referencial habría sido elaborado por un órgano distinto al competente y que para su cálculo se habría preferido la disponibilidad presupuestal al estudio de posibilidades que ofrece el mercado, aun cuando dicha disponibilidad no cubriría la totalidad de los costos que inciden en el servicio a contratar, lo cual resultaría contrario a lo dispuesto por la normativa.
Por tanto, a fin de continuar con la tramitación del proceso, con motivo de la integración de Bases la Entidad deberá publicar en el SEACE el estudio de posibilidades de mercado realizado por el órgano encargado de las contrataciones de la entidad, del que deberá desprenderse que la totalidad de los costos que inciden en el servicio han sido considerados para determinar el valor referencial del proceso y que ello resulta concordante con la disponibilidad con la que cuenta la Entidad.
Caso contrario, en atención a lo dispuesto por el artículo 13º del Reglamento, deberá aprobarse un nuevo valor referencial. Debe tenerse presente que, aprobado el nuevo valor referencial, la Entidad deberá obtener una nueva certificación de disponibilidad presupuestal, la que deberá ser concordante con aquel.

Finalmente, debe tenerse presente que en caso el valor referencial no pueda ser cubierto por la disponibilidad presupuestal, previa declaración de nulidad del proceso, la Entidad deberá reformular su requerimiento de modo que el precio de mercado del nuevo requerimiento pueda ser cubierto por esta. 
Observación Nº 3:
Contra los términos de referencia
El observante sostiene que el valor referencial no ha contemplado el costo de la adquisición e instalación de siete (7) equipos de monitoreo (3 para la ciudad universitaria, 1 para la facultad de ciencias aplicadas de Tarma, 1 para la planta metalúrgica de Huari, 1 para la facultad de ciencias agrarias de Satipo y 1 para la facultad de ingeniería y ciencias humanas de Junín); cincuenta y cinco (55) contactos magnéticos; y dieciocho (18) sensores fotoeléctricos; además sostiene que la implementación de dicho sistema no forma parte del objeto contractual que es la contratación de un servicio de seguridad y vigilancia.

En atención a lo señalado, solicita que se suprima la obligación de implementar en el servicio el empleo de la totalidad de los equipos indicados.

Pronunciamiento

De acuerdo con el artículo 13º de la Ley, el área usuaria es la responsable de efectuar el requerimiento de los bienes, servicios u obras que resulten necesarios para satisfacer sus necesidades. Para ello, deberá describir el bien, servicio u obra a contratar, definiendo con precisión su cantidad y calidad, indicando la finalidad pública para la que debe ser contratado. De acuerdo con el citado artículo, la formulación  de las especificaciones técnicas (términos de referencial, en el caso de la contratación de servicios) debe ser formulada por el área usuaria en coordinación con el órgano encargado de las contrataciones, evaluando en cada caso las alternativas técnicas y las posibilidades que ofrece el mercado para la satisfacción del requerimiento.

Ahora bien, en el presente caso la Entidad sostiene que la implementación del servicio con equipos de seguridad deberá ser el mínimo que garantice la seguridad de los bienes de la Entidad, resultando obligatorio el empleo de por lo menos catorce (14) cámaras de seguridad y dieciséis (16) centrales de alarma. Por tanto, en la medida que es facultad exclusiva de la Entidad definir su requerimiento y considerando que lo solicitado guarda relación con el servicio a contratar, este Organismo Supervisor decide NO ACOGER la observación.

Sin perjuicio de lo anterior, con motivo de la integración de Bases deberá publicarse en el SEACE el estudio de posibilidades de mercado del que se desprenda que el empleo de los equipos en cuestión fueron considerados al calcular el valor referencial, caso contrario, deberá suprimirse la obligación de emplearlos o reformularse el valor referencial en lo que corresponda. 
Observación Nº 4:
Contra los términos de referencia
El observante cuestiona la obligación de brindar “apoyo con personal para prestar el servicio solicitado cuando sea requerido por la institución” y brindar “apoyo para el acondicionamiento del local en caso de eventos”.

Respecto de la primera de las obligaciones en cuestión sostiene que no puede exigirse que se provea de nuevo personal ante el requerimiento de la Entidad, menos aun si no se ha especificado el número de veces, el tiempo o las fechas en que se solicitarán tales prestaciones (con lo cual no puede costearse adecuadamente el servicio).

En relación con la segunda de las obligaciones cuestionadas, el observante señala que el acondicionamiento de locales para eventos no forma parte de la naturaleza de un servicio de seguridad y vigilancia, ni se encuentra prevista en la normativa que regula el servicio.
En atención a lo anterior, solicita que se supriman las obligaciones en cuestión de las Bases o que, dada su eventualidad y, por tanto, imposibilidad de costeo, se precise que, de requerir las prestaciones cuestionadas, la entidad las tramitará como adicionales.

Pronunciamiento

Si bien, de acuerdo con el artículo 13º de la Ley, el área usuaria es la responsable de efectuar el requerimiento de los bienes, servicios u obras que resulten necesarios para satisfacer sus necesidades, aquello que se requiera debe guardar relación con la naturaleza de la contratación. El mismo artículo señala que, al definir el requerimiento, la Entidad debe definir con precisión la cantidad y calidad de la totalidad de las prestaciones que requerirá; esto último, a fin de que, al determinarse el valor referencial, el mercado conozca lo que se le exigirá y de que, al elaborar sus propuestas, los postores cuenten con la información suficiente para costear el servicio y efectuar su oferta.

Ahora bien, de las Bases se aprecia que bajo el titulo de labores “ocasionales”, la Entidad pretende que el postor se obligue  a realizar actividades que: i) no se encuentran determinadas (apoyo con personal para prestar el servicio solicitado cuando sea requerido por la entidad); ii) tienen una naturaleza distinta al servicio a contratar (acondicionamiento del local en caso de eventos), y; iii)  no pueden costearse por ser indeterminadas en cuanto a su contenido, frecuencia y oportunidad: por tanto, en la medida que las exigencias que pretende incorporar la Entidad resultan contrarias a la normativa (siendo esta el límite a su facultad de definir el requerimiento) corresponde ACOGER la observación, por lo que deberán suprimirse.
Observación Nº 5:
Contra los términos de referencia
El observante cuestiona que las Bases no precisen que el contrato se reajustará en caso que el Gobierno decrete, durante su ejecución, el incremento de remuneraciones y esto afecte la estructura de costos del servicio. En ese sentido solicita que se efectúe tal precisión.

Pronunciamiento

En primer lugar, cabe señalar que el artículo 35º de la Ley establece que “el contrato entra en vigencia cuando se cumplan las condiciones establecidas para dicho efecto en las Bases y podrá incorporar otras modificaciones expresamente establecidas en el Reglamento”.
Ahora bien, independientemente del sistema de contratación, lo dispuesto por el citado artículo no impide la modificación del contrato cuando se emita una norma legal que determine el incremento del costo de las prestaciones asumidas por el contratista, pues dicha modificación no tendría su origen en la voluntad de las partes, sino en la necesidad de cumplir con una norma legal imperativa, como es el caso del aumento de la Remuneración Mínima vital dispuesta por el Estado.
Por tanto, ante tal supuesto, la Entidad puede adoptar las medidas que fueran necesarias para llevar a cabo el reajuste del monto del contrato, a efectos que éste se ejecute de acuerdo a lo previsto originalmente, sin que ello determine un perjuicio económico para el contratista. Este criterio ha sido establecido por este Organismo Supervisor en anteriores oportunidades
, pues se reconoce que en estos casos es necesario restablecer la justicia contractual originaria, manteniendo el equilibrio económico financiero del contrato.

No obstante lo anterior, debe tenerse presente que el reajuste del monto contractual implicaría la aprobación de presupuestos adicionales por parte de la Entidad, por lo que, antes de realizar dicho reajuste, debería verificarse la disponibilidad presupuestal. Así, sólo en caso que la Entidad cuente con recursos suficientes, podría reajustarse el monto del contrato.

Como consecuencia de ello, resulta importante resaltar que, si la Entidad no cuenta con la disponibilidad presupuestal necesaria para asumir dicho reajuste, podría adoptar alguna medida que le permita cumplir con la norma legal emitida sin variar el monto del contrato, como ordenar la reducción de prestaciones
 o acordar con el contratista la resolución de mutuo acuerdo del contrato por causas no atribuibles a las partes
. Ello, debido a que la Entidad no podría exigir la ejecución del contrato en las condiciones originalmente pactadas, si previamente no reajusta el monto del contrato, como se ha señalado precedentemente.

Ahora bien, de la observación se aprecia que aquello que solicita el observante es que, de decretarse un incremento salarial que afecte el costo del servicio, en todos los casos, se reajuste el precio de este, por lo que corresponde NO ACOGER la observación, ya ello no podrá exigirse en aquellos casos en los que la entidad no cuente con presupuesto suficiente.

Sin perjuicio de lo anterior, debe precisarse en las Bases que, en caso que durante la ejecución contractual se decrete un incremento salarial que afecte el costo del servicio, la Entidad optará, en función de la disponibilidad presupuestal con la que cuente, entre incrementar el monto del contrato, reducir prestaciones o resolver el contrato sin culpa de las partes; pero en ningún caso podrá exigirse que la totalidad de las prestaciones pactadas se ejecuten al precio original, salvo que así lo acuerden las partes.   

Observación Nº 6:
Contra los términos de referencia
El observante cuestiona que las Bases indiquen que “en caso de pérdidas misteriosas, robo o sustracción” de los bienes patrimoniales de la Entidad, el contratista debe devolverlo “de forma física, de igual o mejor característica técnica”; precisándose que si el bien no es repuesto oportunamente la reposición la hará la Entidad descontándose el costo del pago mensual que se efectúa por el servicio, sin que resulte necesario esperar el resultado de la investigación policial o judicial respectiva para ello.

Al respecto, sostiene que lo dispuesto por las Bases resulta contrario a la normativa y a lo señalado por este Organismo Supervisor en anteriores oportunidades. En atención a ello, solicita que se adecúe la disposición en cuestión a la jurisprudencia existente. 

Pronunciamiento

Al respecto, es pertinente precisar que si constituye una obligación esencial del contratista que presta el servicio de seguridad y vigilancia privada obrar con la diligencia debida y cumplir con todas las reglas de seguridad que imponga la Entidad, debiendo aquel hacerse cargo de la custodia y protección de la vida e integridad del personal de la institución, así como de sus bienes e instalaciones, resguardando éstos últimos de posibles daños originados a causa de pérdida, sustracción y/o deterioro, ello no significa que dicha obligación justifique la directa atribución de responsabilidades al contratista por la simple ocurrencia del hecho, sin que haya mediado previamente las investigaciones que acrediten su responsabilidad, como se pretendería establecer a través de la disposición cuestionada.

Por tanto, si bien resultaría excesivo para la Entidad tener que esperar a las conclusiones de la investigación que realice la Policía Nacional o el Ministerio Público para poder determinar el incumplimiento de obligaciones contractuales correspondientes, en virtud a lo expuesto anteriormente, corresponde que, a fin de atribuir responsabilidades contractuales al contratista cuando se produzcan dichas ocurrencias, se deberá establecer en las Bases así como en la proforma del contrato, un procedimiento previo mediante el cual se determine si el contratista ha incurrido en responsabilidad debido al incumplimiento de sus obligaciones expresamente establecidas en el contrato, o por el actuar de su personal sin la diligencia ordinaria requerida, caso en el cual procedería la reposición o reparación de los bienes, sin perjuicio de la denuncia policial que la Entidad pueda plantear
.
Asimismo, deberá precisarse que, de producirse algún ilícito penal o falta tipificada en norma penal como daños, hurtos o robos en las instalaciones de la Entidad, no se podrá establecer la responsabilidad del contratista sin que medie una investigación previa e imparcial realizada por un tercero competente distinto a la Entidad

En atención a lo manifestado, este Organismo Supervisor decide ACOGER la observación por lo que deberá indicarse en las Bases lo señalado en el párrafo precedente.

3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES DEL ESTADO

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado, conforme a lo establecido en el inciso a) del artículo 58° de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a esa Ley y su Reglamento.

3.1. Modificación del calendario del proceso de selección

El Comité Especial deberá modificar, bajo su exclusiva responsabilidad, las fechas de integración de Bases, de presentación y apertura de sobres, y del otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar la fecha efectiva de notificación del presente Pronunciamiento, así como tener en cuenta que debe mediar un lapso no menor de cinco (5) días hábiles entre la fecha en que el Comité Especial notifique la integración de Bases en el SEACE y la presentación de propuestas, a tenor del artículo 24º del Reglamento.

Cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 53° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de notificada la integración de Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.
3.2. Presentación de propuestas
En concordancia con lo dispuesto por el artículo 63º del Reglamento, debe precisarse en el primer párrafo del numeral 2.13 de las Bases que el número de copias requerido se encuentra referido, únicamente, a la propuesta técnica ya que la propuesta económica debe presentarse solo en original.

3.3. Contenido de la propuesta técnica

En la medida que el contrato que se derivará del presente proceso es uno de intermediación laboral, deberá requerirse a los postores la presentación de una copia de su inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan Intermediación Laboral del Ministerio de Trabajo de acuerdo a la Ley Nº 27626 y D.S. Nº 003-2002-TR, debiendo tenerse presente que en dicha inscripción deberá constar el permiso para realizar actividades encada una de las localidades en las que se prestará el servicio.

Asimismo, deberá requerirse Constancia de Autorización vigente de Funcionamiento como Compañía de Vigilancia Privada, emitida por el Ministerio del Interior a través de la DICSCAMEC.
3.4. Factores de evaluación
3.3.1 
Experiencia del postor
De acuerdo con el artículo 45º del Reglamento, cuando el objeto contractual sea un servicio en general, el postor deberá ser evaluado en función de su experiencia, para lo que se tendrá en cuenta únicamente la facturación acumulada por este en un periodo que no podrá superar los ocho años anteriores a la fecha de la presentación de propuestas.

En atención a lo manifestado, deberá suprimirse el factor que evalúa la experiencia del postor en función del número de contratos suscritos y ejecutados por este, debiendo redistribuirse el puntaje entre los factores subsistentes.

Adicionalmente, deberá corregirse el factor que evalúa la experiencia del postor en función de su facturación acumulada, de modo que la experiencia válida sea la obtenida en los últimos ocho (8) años y no en los últimos diez (10) años como se señala en las Bases. 
3.3.2 Experiencia del personal propuesto

· En la medida que el Gerente de la empresa contratista cumple funciones de carácter administrativo relevantes para su empresa y no para el servicio, deberá suprimirse la totalidad de los factores de evaluación relacionados con dicho profesional y redistribuir el puntaje entre los factores subsistentes. 
· Por otra parte, en la medida que, de acuerdo con el artículo 45º del Reglamento, al personal propuesto solo puede evaluársele en función del tiempo de experiencia en la especialidad con el que cuenta, deberá suprimirse los factores relacionados con la formación profesional y la capacitación del supervisor y redistribuirse el puntaje entre los factores subsistentes.
Adicionalmente, en tanto el artículo 43º del Reglamento prohíbe otorgar puntaje al simple cumplimiento del requerimiento mínimo, debe precisarse que la experiencia que debe acreditarse para obtener el puntaje respectivo debe ser distinta a la empleada para acreditar la experiencia mínima.

· En relación con los agentes de vigilancia, debe suprimirse los factores que otorgan puntaje por su condición de sub oficiales de la PNP o licenciados de las fuerzas armadas, o por contar con autorización de DISCAMEC actualizado (esto resulta obligatorio para prestar el servicio), en la medida que, de acuerdo con el artículo 45º del Reglamento, el criterio de asignación de puntaje debe establecerse en función del tiempo de experiencia en la especialidad.
Adicionalmente, debe tenerse presente que, contrariamente a lo señalado en las Bases, serán pasibles de evaluación únicamente los agentes que se propongan para el servicio y no cualquier agente que forme parte de la planilla del postor.

3.3.3
Factores relacionados con el objeto de la convocatoria
 
En la medida que contar con un campo de entrenamiento y capacitación es un requisito para obtener la autorización de DISCAMEC, por lo que todos los postores que cuenten con dicha autorización deben contar con el citado campo de entrenamiento y capacitación, deberá suprimirse el factor de evaluación que otorga puntaje por ello.
3.3.4
Penalidades
Si bien la normativa ha previsto la posibilidad de evaluar el nivel de cumplimiento de los servicios ejecutados por el postor, la metodología prevista por el Reglamento consiste en otorgar puntaje en función de los contratos que, habiéndose empleado para acreditar la experiencia, se hayan ejecutado sin penalidades y no restando puntaje por cada contrato en el que se haya aplicado penalidades al postor. En ese sentido, deberá efectuarse las correcciones pertinentes.  

4.
CONCLUSIONES

En virtud de lo expuesto, el OSCE dispone:

4.1
NO ACOGER la Observación Nº 1 formulada por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. contra las Bases del Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia, sin perjuicio de lo cual deberá cumplirse con lo dispuesto al absolverla.

4.2
NO ACOGER la Observación Nº 3 formulada por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. contra las Bases del Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia, sin perjuicio de lo cual deberá cumplirse con lo dispuesto al absolverla.
4.3
ACOGER la Observación Nº 4 formulada por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. contra las Bases del Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia, por lo deberá cumplirse con lo dispuesto al absolverla.

4.4
NO ACOGER la Observación Nº 5 formulada por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. contra las Bases del Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia, sin perjuicio de lo cual deberá cumplirse con lo dispuesto al absolverla.

4.5
ACOGER la Observación Nº 6 formulada por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. contra las Bases del Concurso Público N.° 0002-2009-UNCP, convocado para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia, por lo que deberá cumplirse con lo dispuesto al absolverla.

4.6
NO PRONUNCIARSE respecto de las Observaciones Nº 2 y Nº 7 formuladas por la empresa AMERICANA EMPRESA DE SERVICIOS GENERALES S.R.L. en la medida que no se enmarcan en ninguno de los supuestos previstos en el artículo 58º del Reglamento, que habilitan a este Organismo Supervisor a emitir pronunciamiento.

4.7
El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas por el OSCE en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases del presente proceso de selección. 

4.8 Publicado el Pronunciamiento del OSCE en el SEACE, el Comité Especial deberá implementarlo estrictamente, aun cuando ello implique que dicho órgano acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que sea necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento.
4.9 A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar  al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y en el pliego de absolución de observaciones, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 60º del Reglamento.
Jesús María, 13 de enero de 2010
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN
Director Técnico Normativo 
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� Pueden consultarse, a modo d ejemplo, las Opiniones N.º 001-2004 (GTN), N.º 020-2004 (GTN), N.º 036-2004 (GTN) y Nº 060-2008/DOP. 





� El artículo 41º de la Ley establece que la Entidad puede ordenar la reducción de prestaciones hasta el 25% del monto del contrato.





� En el primer párrafo del artículo 44º de la Ley se establece la facultad de las partes de resolver el contrato de mutuo acuerdo, cuando se verifique un supuesto de caso fortuito o fuerza mayor.


� Véase a modo de ejemplo los Pronunciamientos  Nº  017-2009/DTN y Nº 114-2009/DTN








